
Rancagua, dieciocho de mayo de dos mil veintiuno.

VISTOS:

Con fecha 10 de febrero de 2021, se interpuso recurso de protecci nó  

en favor de LUIS TOLEDO BENAVIDES , RUN 10.079.809-3, factor 

de comercio, con domicilio en calle Plaza de Armas 162, comuna de Santa 

Cruz; en contra de la ILUSTRE  MUNICIPALIDAD  DE  SANTA 

CRUZ, representada legalmente por su Alcalde Gustavo William Ar valoé , 

ambos domicilios en calle Plaza de Armas 242, comuna de Santa Cruz.

En  su  libelo,  el  recurrente  expuso  que  la  recurrida  modificó 

unilateralmente el contrato de concesi n suscrito entre ó las partes a trav s delé  

Decreto Alcaldicio  Exento N  3638°  de fecha 31 de diciembre de 2020. 

Afirm  que aquello constituye un acto arbitrario e ilegal que vulnera susó  

derechos consagrados en los n meros ú 2, 20, 21 y 24 del art culo 19 de laí  

Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

Relat  que el 4 de octubre de 2018, ó las partes suscribieron mediante 

escritura p blica un contrato a suma alzada denominado Concesi n delú “ ó  

sistema de estacionamiento en el rea urbana de Santa Cruz . Explic  queá ” ó  

el  objeto  esencial  de  este  contrato es  la  explotaci n  de  los  espaciosó  

destinados a estacionamientos emplazados en las calles de la zona urbana de 

Santa  Cruz,  y  cuyas  ubicaciones  se  establecen  tanto  en  las  bases  de 

licitaci n, como en el ó mismo contrato.

Luego,  el 3  de  agosto  de  2020,  la  Direcci n  de  Tr nsito  de  laó á  

Municipalidad consign  que el Alcalde de la comuna present  la propuestaó ó  

de eliminar indefinidamente,  a  causa  de la  pandemia por Covid-19,  los 

estacionamientos de las calles que detalla y se presentan otras calles como 

alternativa de compensaci n. Ante lo anterior, seó  le solicit  unaó  evaluaci nó  

o  contrapropuesta  en  su  calidad  de  concesionario.  El 10  de  agosto  del 

mismo a oñ ,  respondi  queó  rechazaba la propuesta del Alcalde, debido al 
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perjuicio econ mico directo que le generar a y a que afecta sustancialmenteó í  

la concesi n que le fue otorgada, de manera tal que si esa hubiese sido laó  

propuesta  licitada  por  la  municipalidad,  es  probable  que  no  habr aí  

postulado.

Afirm  que, pese a su rechazo a la propuesta del Alcalde, este haó  

dictado  una serie de decretos que han modificado el  contrato celebrado 

entre  las  partes,  sustituyendo  los  estacionamientos  que  le  hab an  sidoí  

concesionados y priv ndole de explotar un n mero importante de plazas deá ú  

estacionamiento que hab an sido objeto del contrato. As , se dict  que elí í ó  

Decreto Alcaldicio Exento N  2272 ° de fecha 20 de agosto de 2020, el cual 

dispuso la modificaci n del contrato entre el 21 y el 31 de agosto. Luego, enó  

similares  t rminos,  fue  notificado  el  5  de  octubre  de  2020  del  Decretoé  

Alcaldicio  Exento N  2662,  el  cual  modific  el  contrato  hasta  el  31 deº ó  

diciembre de 2020.  Finalmente,  llegado este ltimo d a,  se dict  el  actoú í ó  

administrativo que se impugna a trav s del recurso de autos, es decir, elé  

Decreto Alcaldicio Exento N  3638 de fecha 31 de diciembre de 2020° , el 

cual le fue notificado el 11 de enero de 2021 y estableci  la modificaci nó ó  

del contrato celebrado entre el 1 de enero y 28 de febrero del presente a o.ñ

Respecto al decreto alcaldicio impugnado, el recurrente destac  queó  

en  este  se  explicita  que,  debido  al  aumento  de  casos  de  Covid-19,  se 

dictaron los decretos previos ordenando el cierre de determinadas calles (las 

calles  Rafael  Casanova,  tramo  esquina  Jos  Toribio  Medina  -  Ram né ó  

Sanfurgo con Plaza de Armas, y la calle Claudio Cancino) y eliminando los 

estacionamientos  de  las  mismas,  para  efectos  de  que  el  p blico  queú  

frecuenta el centro de la comuna lo haga tambi n por las referidas calles,é  

permitiendo  as  un  mayor  distanciamiento  social  en  las  í mismas.  En  el 

mismo  decreto  se  se ala  que  se  han  destinado  dichos  espacios  para  elñ  

funcionamiento de terrazas de restaurantes y la instalaci n de puestos deó  
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artesan as,  con  el  objeto  de  fomentar  el  crecimiento  econ mico  en  uní ó  

contexto de crisis  econ mica  provocada por la  pandemia.  Todo lo  cualó  

habr a sido í realizado a sugerencia del equipo de salud municipal y en virtud 

de lo dispuesto en el art culo 77 N  4 del Reglamento de la Ley N  19.886.í º º  

El recurrente tambi n hizo nfasis en que el decreto alcaldicio en cuesti né é ó  

invoca como fundamento  el  inter s  p blico para la  comuna  é ú en  adoptar 

medidas r pidas conducentes a evitar o a lo menos disminuir los contagiosá  

por Covid-19. Finalmente, el recurrente recalc  que, en su parte resolutiva,ó  

el decreto referido ordena que las calles indicadas se destinen al uso de los“  

peatones,  terrazas  de  restaurantes  y  puestos  de  microempresarios 

especialmente autorizados, permitiendo as  un mayor distanciamiento socialí  

y fomento al desarrollo econ mico en el contexto de la crisis actual .ó ”

Argument  que el decreto alcaldicio impugnado es ilegal, debido aó  

que debi  haber contado con el acuerdo del Concejo Municipal, lo que noó  

se  verific .  Lo  anterior,  lo  sustenta  en  los  art culos  8  y  65  de  la  Leyó í  

Org nica  Constitucional  de Municipalidades.  El  primero  de  los  art culosá í  

referidos dispone que las municipalidades podr n otorgar concesiones para“ á  

la prestaci n de determinados servicios municipales o para la administraci nó ó  

de establecimientos o bienes espec ficos que posean o tengan a cualquierí  

t tulo . De esta manera, el recurrente razon  que el Alcalde, al momento deí ” ó  

celebrar  un  contrato  de  concesi n,  se  desprende  de  la  facultad  deó  

administraci n respecto del bien nacional de uso p blico objeto de contrato.ó ú  

Luego,  el  otro  art culo  mencionado  se ala  que  el  alcalde  requerir  elí ñ “ á  

acuerdo  del  concejo  para:  d)  Establecer  derechos  por  los  servicios 

municipales y por los permisos y concesiones . El recurrente plante  que,” ó  

considerando  que en  Derecho  las  cosas  se  deshacen  como se  hacen,  la 

modificaci n  de  un  contrato  de  concesi n  tambi n  debe  contar  con  laó ó é  

aprobaci n del Concejo Municipal.ó
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Asever  que el decreto impugnado tambi n es ilegal  debido a queó é  

modific  el  contrato  celebrado,  caus ndole  perjuicio,  sin  haberleó á  

indemnizado. Al respecto, se al  que, si bien el art culo 77 ñ ó í n meroú  4 del 

Reglamento de la Ley 19.886 permite modificar o poner t rmino anticipadoé  

a un contrato de concesi n por exigirlo el inter s p blico o la seguridadó “ é ú  

nacional ,  la  doctrina  y  la  jurisprudencia  son  contestes  en  que  aquello”  

requiere indemnizar al particular afectado.

A adi  que todas las ilegalidades referidas implican que el decretoñ ó  

alcaldicio impugnado infringe los art culosí  6 y 7 de la Constituci n Pol ticaó í  

de la Rep blica, adem s de los principios de legalidad y juridicidad.ú á

Por  otro  lado,  el  recurrente  sostuvo  que  el  decreto  alcaldicio  en 

cuesti n  tambi n  es  arbitrario.  Esto,  pues  carece  de  razonabilidad  yó é  

fundamento constitucionalmente atendible. 

El  Decreto  3.638  es  arbitrario  ya  que  carece  de  razonabilidad  y 

fundamento  constitucionalmente  atendible.  Puntualiz  que  la  medidaó  

adoptada es poco efectiva en relaci n a la salubridad p blica, pues con ellaó ú  

no se impide el funcionamiento de otros servicios que congregar n a un altoá  

n mero de personas. Adem s, el recurrente no se explica por qu  se permitaú á é  

el desarrollo de otras actividades econ micas, como el funcionamiento deó  

establecimientos  comerciales  que  implican  per  se atochamiento  y 

aglomeraci n de personas, en desmedro de su actividad de explotaci n deó ó  

estacionamientos.

En definitiva, solicit  que, por un lado, se ordene a la recurrida dejaró  

sin efecto el Decreto 3.638, que modifica el contrato de concesi n desde el 1ó  

de enero de 2021 al 28 de febrero del mismo a o, o cualquier acto queñ  

emane de la contraria y le de efecto indefinido a la medida de eliminaci nó  

de plazas de estacionamiento, restituyendo al recurrente las calles sustra dasí  

para  el  normal  desenvolvimiento  de  la  concesi n  otorgada.  Por  otro,ó  
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tambi n pidi  que se ordene a la  recurrida abstenerse  de dictar  nuevosé ó  

decretos alcaldicios que produzcan efectos similares en sus derechos.

Con posterioridad a la presentaci n del recurso incoado, el recurrenteó  

hizo presente que con fecha 2 marzo de 2021 fue notificado del Decreto 

Alcaldicio Exento N  466. Este decreto extendi  la medida de suspensi n° ó ó  

del tr nsito en las calles que indica e, invocando razones de inter s p blico,á é ú  

modific  el  contrato  celebrado  entre  las  partes,  sustituyendo  losó  

estacionamientos  ubicados  en  los  tramos  de  las  calles  cuyo  tr nsito  seá  

suspendi , por igual n mero de estacionamientos ubicados en otras calles (laó ú  

calle  21 de mayo y calle  Ram n Sanfurgo,  conforme determinaci n  deló ó  

Inspector T cnico del servicio). Todo lo anterior entre el 1 de marzo deé  

2021 y el 31 de mayo de 2021. 

La  Municipalidad  recurrida evacuó el  informe solicitado,  pidiendo 

que  se  rechace  el  recurso  incoado,  con  costas.  En  primer  lugar,  hizo 

presente que, en la causa Rol 10457-2020, esta Corte ya rechaz  un recursoó  

de protecci n que hab a sido previamente interpuesto por el recurrente enó í  

autos en contra del  Decreto  Alcaldicio  Exento N  2272 de fecha 20 de°  

agosto de 2020. Destac  que en aquel fallo se estim  que el Alcalde, aló ó  

modificar el contrato, solamente ejerci  una facultad prevista en ó el mismo 

instrumento, sus bases administrativas y en la Ley 19.886 y su reglamento. 

Consign  que en el  mismo fallo  se indic  que el  acto no es  arbitrario,ó ó  

porque est  debidamente fundamentado, y que, por lo dem s, el recurso deá á  

protecci n  no  es  la  v a  id nea  para  determinar  si  sustituci n  deó í ó ó  

estacionamientos  implica un incumplimiento de contrato por parte de la 

Municipalidad. 

En segundo lugar, agregó que el decreto impugnado en estos autos 

tiene exactamente los mismos fundamentos que el que fue objeto del recurso 

previamente  presentado  por  el  Sr.  Toledo  y  rechazado  por  esta  Corte. 

T
W

X
V

JJZ
D

N
C



Ambos decretos consideraron el estado de excepci n constitucional existenteó  

en el pa s producto del Covid 19 y la afluencia considerable de p blico queí ú  

presento el centro de la  comuna. Por otro lado, tienen como fundamento 

normativo el art culo 13 letra d) de la Ley 19.886; el art culo 77 n mero 4í í ú  

de su reglamento y los art culos 4 y 63 de la Ley 18.695. A adi  que elí ñ ó  

art culo 65 letra k) de la Ley Org nica de Municipalidades se ala que elí á ñ  

alcalde  requiere  el  acuerdo  del  Concejo  para  otorgar  concesiones 

municipales,  renovarlas  y  ponerles  termino,  pero  no  para  modificarlas 

temporalmente. Por todo lo anterior, concluy  que el decreto alcaldicio enó  

cuesti n no es ilegal ni arbitrario y no afecta los derechos constitucionalesó  

del recurrente.

Se trajeron los autos en relaci n.ó

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que el recurso de protecci n establecido en el art culoó í  

20  de  nuestra  Carta  Fundamental,  constituye  una  acci n  de  naturalezaó  

cautelar,  destinada  a  amparar  el  leg timo  ejercicio  de  las  garant así í  

constitucionales que esa misma disposici n enumera, mediante la adopci nó ó  

de medidas  de resguardo que se deben estimar ante un acto u omisi nó  

arbitrario o ilegal que impida, dificulte o amague ese ejercicio.

SEGUNDO:  Que  el  recurrente  expuso  que  la  municipalidad 

recurrida modific  unilateralmente el contrato de concesi n suscrito entreó ó  

las partes a trav s del Decreto Alcaldicio Exento N  3638 de fecha 31 deé °  

diciembre de 2020, el cual suspendi  el tr nsito vehicular en determinadasó á  

calles de la comuna y sustituy  los estacionamientos que le correspond aó í  

explotar en virtud de dicho contrato por otros menos rentables, entre el 1 

de enero y 28 de febrero del presente a o. Luego,  ñ solicit  tener presenteó  

que tales  medidas  se  extendieron hasta  el  31 de diciembre  de este  a oñ  

debido a la dictaci n del Decreto Alcaldicio Exento N  466ó ° . Afirm  queó  
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aquellos actos son arbitrario e ilegal y vulneran sus derechos consagrados en 

los n meros 2, 20, 21 y 24 del art culo 19 de la Constituci n Pol tica de laú í ó í  

Rep blica.  En  consecuencia,  solicit  que,  por  un  lado,  se  ordene  a  laú ó  

recurrida dejar sin efecto el Decreto 3638 o cualquier acto que emane de la 

contraria y le de efecto indefinido a la medida de eliminaci n de plazas deó  

estacionamiento,  restituy ndole  las  calles  sustra das  para  el  normalé í  

desenvolvimiento de la concesi n otorgada y que, por otro, se ordene a laó  

recurrida abstenerse de dictar nuevos decretos  alcaldicios  que produzcan 

efectos similares en sus derechos.

TERCERO:  Que  la  recurrida  pidió que  se  rechace  el  recurso 

incoado, con costas. Al respecto, hizo presente que, en la causa Rol 10457-

2020,  esta  Corte  ya  rechaz  un  recurso  de  protecci n  que  hab a  sidoó ó í  

previamente interpuesto por el recurrente en autos en contra del Decreto 

Alcaldicio Exento N  2272 de fecha 20 de agosto de 2020. Agreg  que el° ó  

decreto  impugnado  en  estos  autos  tiene  exactamente  los  mismos 

fundamentos que el que fue objeto del recurso previamente presentado por 

el Sr. Toledo y rechazado por esta Corte. Ambos decretos consideraron el 

estado de excepci n constitucional existente en el pa s producto del Covidó í  

19  y  la  afluencia  considerable  de  p blico  que  presento  el  centro  de  laú  

comuna. Por otro lado, tienen como fundamento normativo el art culo 13í  

letra d) de la Ley 19.886; el art culo 77 n mero 4 de su reglamento y losí ú  

art culos 4 y 63 de la Ley 18.695. En definitiva, plante  que el decretoí ó  

alcaldicio en cuesti n  no es  ilegal  ni arbitrario  y no afecta los  derechosó  

constitucionales del recurrente.

CUARTO: Que, el acto ilegal y arbitrario que se reprocha en la 

especie consiste en el Decreto Alcaldicio Exento N  3638°  de fecha 31 de 

diciembre de 2020. En este, se resolvió: 1) suspender el tr nsito de veh culosá í  

motorizados en las calles Claudio Cancino y Rafael Casanova de la ciudad 
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de Santa Cruz, en el tramo ubicado entre las calles Jos  Toribio Medina yé  

Plaza de Armas, entre el  1 de  enero de 2021 hasta el  28 de  febrero de 

2021; 2) modificar el contrato de Concesi n del Servicio de Parqu metros deó í  

la comuna de Santa Cruz, entre las fechas antes indicadas, sustituyendo los 

estacionamientos ubicados en los tramos de las calles mencionadas, por igual 

n mero de estacionamientos ubicados en las calles 21 de Mayo y Ram nú ó  

Sanfurgo de la misma comuna.

Dicho decreto habr a sido í prorrogado mediante el Decreto Alcaldicio 

Exento N  ° 466 de  2021, por el cual se dispuso mantener dichas medidas 

entre el 1 de marzo y el 31 de mayo de 2021.

QUINTO: Que, en cuanto a la legalidad del acto impugnado, cabe 

tener  presente  que  de  acuerdo  a  los  fundamentos  citados  en  el  propio 

decreto alcaldicio, estos corresponden, por una parte, a los art culos 4  letrasí °  

b) e i) y 63 letra f), ambos de la Ley N  18.695 Org nica Constitucional de° á  

Municipalidades,  preceptos  que  permiten  a  los  municipios  desarrollar 

funciones  relacionadas  con  la  salud  p blica  y  la  protecci n  del  medioú ó  

ambiente, como tambi n de prevenci n de riesgos y la prestaci n de auxilioé ó ó  

en situaciones de emergencia o cat strofes, siendo una de las atribucionesá  

conferidas al alcalde la de administrar los bienes municipales y nacionales 

de uso p blico de la comuna.ú

Por otra parte, el decreto invoca como fundamentos normativos, lo 

dispuesto en la Ley N  19.886 de Bases sobre Contratos Administrativos de°  

Suministro  y  Prestaci n  de  Servicios  y  su  Reglamento,  en  particular  eló  

art culo  77  del  mismo  que  dispone  que  los  contratos  administrativosí  

regulados  por  dicho  reglamento  podr n  modificarse  o  terminarseá  

anticipadamente  por  las  siguientes  causales:  4.  Por  exigirlo  el  inter s“ é  

p blico  o  la  seguridad  nacional ,  norma que  reitera  lo  dispuesto  en  elú ”  
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art culo 13 de la citada ley, cuyo inciso final agrega que: Las resoluciones oí “  

decretos que dispongan tales medidas deber n ser fundadas .á ”

Asimismo,  el  acto  contra  el  cual  se  recurre,  cita  las  Bases 

Administrativas,  los antecedentes t cnicos y el contrato de Concesi n delé ó  

Sistema de Estacionamientos en el rea Urbana de Santa Cruz de fecha 4Á  

de octubre  de  2018,  firmado entre  el  recurrente  y la  Municipalidad  de 

Santa Cruz, siendo del caso destacar que en las primeras, en su cl usula 3.1,á  

se  se ala:  En  caso  de  que,  por  motivos  de  nuevas  disposicionesñ “  

urban sticas, peatonalizaci n de calles u otras prohibiciones ordenadas porí ó  

el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, por el Departamento de 

Tr nsito y Transporte P blico de la Municipalidad de Santa Cruz o por laá ú  

Contraparte T cnica Municipal (CTM), el Concesionario se vea afectadoé  

con  la  disminuci n  de  los  espacios  concesionados,  la  Municipalidad  loó  

compensar  reubicando dichos espacios en la misma cantidad, en el lugará  

que  determine  la  CTM,  en  cuyo  caso  ser  de  responsabilidad  delá  

Concesionario,  implementar  las  demarcaciones de los nuevos espacios de 

estacionamientos  y  trasladar  e  instalar  los  letreros  verticales  informativos 

respectivos. En caso que no se efect e la compensaci n de dichos espacios,ú ó  

se efectuar  una disminuci n del aporte municipal de forma proporcional aá ó  

los  estacionamientos  disminuidos.  Por  el  contrario,  si  por  decisi n  de  laó  

Municipalidad se aumentan los espacios p blicos con derecho de cobro deú  

parqu metro, se aumentar  proporcionalmente el porcentaje de los Derechosí á  

Municipales y tambi n ser  obligaci n del concesionario la se alizaci n deé á ó ñ ó  

estos nuevos espacios , bases administrativas que, de acuerdo las cl usulas” á  

quinta y d cimo segunda del contrato de concesi n, se entienden formaré ó  

parte del mismo.

SEXTO: Que, de lo anterior, s lo cabe concluir que al modificar eló  

contrato  de  concesi n  de  parqu metros  en  los  t rminos  se alados,  laó í é ñ  
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recurrida se ha limitado a ejercer una facultad prevista tanto en el contrato 

y  sus  bases  administrativas,  como  en  la  Ley  19.886  y  su  Reglamento, 

normativa que, por lo dem s, tambi n se entiende como parte integrante delá é  

contrato, por disponerlo as  su cl usula quinta,  lo que permite descartarí á  

cualquier reproche respecto a la legalidad del acto.

S PTIMOÉ : Que, ahora bien, en cuanto a la supuesta arbitrariedad 

del  mismo,  de  la  lectura  de  los  considerandos  del  decreto  alcaldicio,  se 

aprecia que ste cumple con el deber de fundamentaci n que le impone elé ó  

art culo 11 de la Ley 19.880, por cuanto desarrolla las razones de inter sí é  

p blico que justifican la medida adoptada, como son la de resguardar laú  

salud de los habitantes de la comuna ante el virus que nos aqueja, para lo 

cual se hace necesario evitar las aglomeraciones de p blico en el centro deú  

la ciudad y adoptar medidas que permitan cumplir con el distanciamiento 

social, entre ellas, la de habilitar las calles c ntricas para el uso de peatones.é

Por lo dem s, cabe precisar que el Alcalde s  cuenta con facultadesá í  

legales para resguardar la salud p blica en el mbito de su comuna, a trav sú á é  

de la administraci n de los bienes nacionales de uso p blico, siendo stasó ú é  

precisamente las razones invocadas para la dictaci n del acto impugnado,ó  

finalidad que desde luego resulta l cita, lo que descarta cualquier desviaci ní ó  

de poder en el acto reprochado.

OCTAVO: Que, por ltimo, cualquier perjuicio que haya sufrido laú  

recurrente con la dictaci n del decreto alcaldicio cuestionado y que puedaó  

ameritar alg n tipo de indemnizaci n, requiere ser ventilado,  conocido yú ó  

resuelto en un juicio de lato conocimiento, no siendo esta la v a id nea paraí ó  

discutir un eventual incumplimiento contractual.

Por estas consideraciones, atendido lo dispuesto en el art culo 20 de laí  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y  en  el  Auto  Acordado  de  laó í ú  

Excelent sima Corte Suprema que rige la materia, í se  rechaza , sin costas, 
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el recurso de protecci n deducido por Luis Alejandro Toledo Benavides, enó  

contra de la I. Municipalidad de Santa Cruz.

Reg strese, comun quese y arch vese, en su oportunidadí í í

Rol Ingreso Corte 4082-2021 Protecci n.ó
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Pronunciado por la Tercera Sala de la C.A. de Rancagua integrada por los Ministros (as) Jorge Fernandez S., Barbara

Quintana L. y Fiscal Judicial Alvaro Javier Martinez A. Rancagua, dieciocho de mayo de dos mil veintiuno.

En Rancagua, a dieciocho de mayo de dos mil veintiuno, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 04 de abril de 2021, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl
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